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I. Disposiciones generales

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

10510 REAL DECRETO 872/1982, de 5 de marzo, sobre tra­
mitación de expedientes de solicitud de beneficios 
creados por la Ley 82/1980, de 30 de diciembre, sobre 
conservación de energía.

La Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta, de treinta de 
diciembre, sobre conservación de energía, dispone en sus artícu­
los once, doce, trece y disposición adicional primera, apartado 
uno. una serie de beneficios de naturaleza fiscal, financiera y 
económica para todas aquellas personas físicas o jurídicas que 
acometan actividades de las señaladas en los diferentes apar­
tados del artículo segundo y pretendan conseguir alguno de los 
fines a que se hace referencia en el artículo primero.

La. profunda crisis energética que atraviesa nuestro país, 
motivada por la fuerte dependencia en cuanto al petróleo como 
fuente principal de energía primaria se refiere, así como al 
elevado precio alcanzado por el mismo, hacen imprescindible el 
acometer de manera urgente todas aquellas acciones que pue­
dan colaborar a alcanzar los fines de la Ley, por lo que es 
necesario establecer las normas que desarrollando de forma 
reglamentaria lo dispuesto en ella, facilite y permita a todos 
aquellos que deseen acogerse a los beneficios señalados la más 
rápida tramitación de sus peticiones.

El artículo quince atribuye a los Ministerios de Economía y 
Comercio y el de Hacienda, la competencia para la tramitación 
de los expedientes de concesión de beneficios, mientras que el 
artículo seis otorga la competencia de informar los indicados 
expedientes en cuanto a sus aspectos técnico energéticos al 
Ministerio de Industria y Energía.

Haciendo uso de lo dispuesto en la disposición adicional se­
gunda, a propuesta de los Ministros de Economía y Comercio, 
Hacienda, Industria y Energía y de Agricultura, Pesca y Ali­
mentación, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deli­
beración del Consejo de Ministros en su reunión del día cinco 
de marzo de mil novecientos ochenta y dos,

DISPONGO:

Artículo primero.—Uno. Los beneficios que puedan conce­
derse a las personas físicas o jurídicas que acometan alguna 
de las actividades que se figuran en el artículo segundo de la 
Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta, serán los siguientes:

A. Fiscales.

a) Reducción del cincuenta por ciento de la base en los 
actos y contratos relativos a los empréstitos que emitan las 
Empresas españolas y los préstamos que las mismas concierten 
con Organismos internacionales o con Bancos o Instituciones 
financieras, cuando los fondos así obtenidos se destinen a fi­
nanciar inversiones reales nuevas con fines de ahorro, energé­
tico o de autogeneración de electricidad.

b) Al amparo de lo dispuesto en el artículo veinticinco, c) 
uno, de la Ley sesenta y uno/mil novecientos setenta y ocho, 
de veintisiete de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
bonificación del noventa y cinco por ciento de la cuota que 
corresponde a los rendimientos de los empréstitos que emitan 
y de los préstamos que concierten con Organismos internacio­
nales, o con Bancos e Instituciones financieras extranjeras que 
no tengan establecimiento permanente en España, las Empresas 
españolas cuando los fondos así obtenidos se destinen a finan­
ciar exclusivamente inversiones con fines de ahorro energético 
o de autogeneración de electricidad.

c) Al amparo de lo previsto en el artículo trece, f) dos, de 
la Ley sesenta y uno/mil novecientos setenta y ocho, de veinti­
siete de diciembre, de Impuesto sobre Sociedades, se considerará 
que las amortizaciones de las instalaciones sustituidas o de las 
pérdidas sufridas en su enajenación, conforme a un plan libre­
mente formulado por la Empresa beneficiaría, cumplen el requi­
sito de efectividad.

d) Las inversiones realizadas por las Empresas incluidas en 
el artículo segundo de la Ley ochenta y dos/mil novecientos 
ochenta y cuyos objetivos queden dentro de lo expresado en el 
artículo primero de la citada Ley. tendrán igual consideración 
que las previstas en el artículo veintiséis de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades en aquello que les sea aplicable. Esta deduc­
ción se ajustará en todos los detalles de su aplicación a la nor­
mativa de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

el Exención de la licencia fiscal del Impuesto Industrial a 
que diera lugar la realización de actividades comprendidas en 
la Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta durante los pri­
meros cinco años de devengo del tributo.

f) Reducción de hasta el noventa y cinco por ciento del Im­
puesto General sobre Tráfico de Empresas, derechos arancela­
rios e Impuesto de Compensación de Gravámenes Interiores que 
graven la importación de bienes de equipo y utillajes necesarios 
para la realización de las instalaciones y actividades previstas 
en la Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta, previo informe 
del Ministerio de Industria y Energía en el que se acredite que 
tales bienes no se fabrican en España.

B. Financieros.

a) Acceso preferente al crédito oficial, cuyo importe habrá 
de dedicarse exclusivamente a la financiación de las inversiones 
previstas en la Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta.

b) Inclusión en el coeficiente de inversión obligatorio esta­
blecido en la disposición adicional cuarta de la Ley trece/mil 
novecientos setenta y uno, de diecinueve de junio, de los efec­
tos representativos de créditos que concedan los Bancos para 
el establecimiento, ampliación o reforma de las instalaciones 
destinadas a la autogeneración de energía eléctrica, a la utili­
zación de fuentes energéticas alternativas o a la reducción del 
consumo energético.

C. Subvenciones.

a) Subvención de hasta un treinta por ciento de las inver­
siones que impliquen la realización de trabajos de investigación 
relacionados con los objetivos de la Ley ochenta y dos/mil nove­
cientos ochenta, siempre que puedan generalizarse a otras in­
dustrias o Empresas y se garantice la difusión de los resultados 
obtenidos.

b) Para los propietarios de instalaciones destinadas al apro­
vechamiento de la energía solar para la obtención de agua 
caliente y climatización, subvenciones en función de la super­
ficie de colectores solares, siempre que estén homologados por 
la Administración Pública y tengan una garantía mínima de 
tres años, y de acuerdo con las condiciones que para la conce­
sión se fijen anualmente en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado.

D. Expropiación forzosa.

Expropiación forzosa de los bienes y derechos necesarios 
para el establecimiento o ampliación de las instalaciones a que 
se refiere el artículo catorce de la Ley ochenta y dos/mil nove­
cientos ochenta, a cuyo efecto se entenderá declarada la utilidad 
pública de la misma, según los casos, desde el momento de la 
suscripción del convenio con la Administración o la aprobación 
por esta -última del correspondiente proyecto de instalación 
autogeneradora.

Dos. El régimen de beneficios sólo será aplicable en rela­
ción con aquellas instalaciones o parte de las mismas estricta­
mente indispensables para la autogeneración de electricidad, 
reducción de los consumos energéticos, utilización de fuentes 
energéticas alternativas y producción de energía hidroeléctrica 
con una potencia máxima de cinco mil KVA.

Artículo segundo.—Uno. El Ministerio de Industria y Ener­
gía, a través de la Comisaría de la Energía y Recursos Minera­
les, será el Organo competente para:

a) Estudiar y aprobar, en su caso, los aspectos técnico ener­
géticos contenidos en las solicitudes de beneficios y expedientes 
relacionados con la Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta.

b) Informar los expedientes de solicitud de beneficios a que 
dé origen la citada Ley.

c) Revisar y aprobar, en su caso, los proyectos técnicos y 
las autorizaciones que se originen como consecuencia de la 
mencionada Ley, así como la inspección de los proyectos y 
obras, sin perjuicio de las competencias de otros Ministerios.

d) Dictar normas tecnológicas en materia de utilización ra­
cional de la energía.

el Coordinar la política de investigación técnica y científica 
relacionadas con los objetivos que persigue dicha Ley, y que se 
lleve a cabo por cualquier Organismo o Empresa dependiente 
de la Administración del Estado o estén acogidos a los benefi­
cios de la misma.

 Dos. También corresponde al Ministerio de Industria y 
Energía:

a) Determinar el precio de los excedentes de energía que los 
autogeneradores y, en su caso, los titulares de concesiones hi­
droeléctricas no distribuidores transfieran a las Compañías su­
ministradoras.
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b) Establecer las condiciones y forma de recepción del su­
ministro a los autogeneradores en el caso de fallo de su sistema.

c) Señalar los limites reglamentarios a que se refiere el 
artículo noveno puntó uno de la Ley ochenta y dos/mil novecien­
tos ochenta, de treinta de diciembre.

d) Determinar los criterios generales a que habrán de ajus­
tarse las compensaciones en el régimen de producción concer­
tada.

e) Establecer la reducción adicional del precio de la energía 
entregada por el autogenerador, así como la que proceda cuando 
la energía no se ajuste a los niveles previstos en el programa 
de producción concertado.

f) La tramitación y resolución de los expedientes sanciona- 
dores, sin perjuicio de la competencia de los Ministerios de 
Economía y Comercio y de Hacienda para tramitar los expe­
dientes de devolución por incumplimiento de las normas.

g) Disponer la forma en que deberá realizarse la inspección 
y vigilancia de las instalaciones y actividades.

Artículo tercero.—Uno. Para gozar de los beneficios a que se 
refiere el artículo primero del presente Real Decreto, salvo 
los supuestos d), el, i), del artículo segundo de la Ley ochenta 
y dos/mil novecientos ochenta, relativos a viviendas y equipos 
de usos domésticos, los interesados habrán de suscribir con la 
Administración un convenio de los previstos en el artículo se­
gundo, número siete, de la Ley de Contratos del Estado. Dicho 
convenio contendrá:

a) Establecimiento o instalación a que se refiere el convenio.
b) Descripción del proyecto técnico de inversión o de inves­

tigación.
c) Previsiones de ahorro energético.
d) Inversiones a efectuar y programa de las mismas.
el Determinación de los niveles de producción o actividad 

actuales y previstas, y de las cantidades de energía empleadas 
por unidad de producto obtenido o actividad alcanzada.

f) Beneficios que se otorgan por la Administración.
g) Obligación de prevenir a los posibles terceros adquiren- 

tes del establecimiento o instalación incluidoen el mismo, de 
que quedarán automáticamente subrogados en los derechos y 
obligaciones dimanantes del convenio.

 h) Período de duración.
i) Repercusión, en su caso, del ahorro de energía obtenido 

en el coste del producto.

Dos. El convenio será suscrito en nombre de la Administra­
ción del Estado por el Comisario de la Energía y Recursos Mine­
rales o persona en quien delegue, y del mismo se dará traslado 
a los Ministerios de Hacienda y de Economía y Comercio.

Artículo cuarto.—Uno. La Administración podrá resolver 
unilateralmente el convenio cuando la otra parte incumpla, sus 
obligaciones. La resolución del convenio por dicha causa deter­
minará la pérdida de los beneficios concedidos y la inmediata 
devolución de las ayudas recibidas con abono, en su caso, de 
los intereses correspondientes, sin perjuicio de las sanciones que 
procedan de acuerdo con lo dispuesto en el artículo decimo­
cuarto.

Dos. En cualquier otro supuesto de resolución se estará a 
lo establecido con carácter general en la legislación de Contratos 
del Estado.

Artículo quinto.—La Administración podrá exigir a las Em­
presas o sectores de alto consumo energético, o en los que se 
pueda conseguir una mejora de rendimiento o una sustitución 
de combustible a tenor de los intereses generales del país, la 
formulación de un plan de ahorro y conservación de la energía. 
Dicho plan, una vez aprobado por la Administración, servirá 
de base, en su caso, al convenio señalado en el artículo tercero.

Articulo sexto.—Uno. - Los propietarios de las instalaciones 
destinadas al aprovechamiento de la energía solar para la ob­
tención de agua caliente y climatización, definidas en el articulo 
segundo de la Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta, po­
drán obtener subvenciones en función de la superficie de colec­
tores solares, homologados por la Administración Pública y con 
una garantía mínima de tres años.

Dos. Análogas subvenciones referidas al equivalente ener­
gético de colectores solares podrán obtener los propietarios de 
instalaciones destinadas al aprovechamiento de otras energías 
alternativas, siempre que, igualmente estén homologados por la 
Administración.

Tres. La concesión de subvenciones se ajustará a las condi­
ciones que anualmente se fije por la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado.

Artículo séptimo.—Uno. Las solicitudes de beneficios se for­
mularán ante el Ministro de Industria y Energía y se presenta­
rán en las Direcciones Provinciales del Ministerio, y en ellas, 
además de los requisitos establecidos en la Ley de Procedimiento 
Administrativo, deberán concretarse la actividad o acción a 
llevar a efecto y los beneficios que se soliciten con expresión 
cuantifirada de los mismos.

Dos. A la instancia se acompañará, en su caso, según pro­
ceda, proyecto de nueva instalación o de modificación de la 
existente, o bien proyecto de investigación técnicá o científica, 
con los que se pretenda alcanzar cualquiera de los fines seña­
lados en el artículo primero de la Ley.

Artículo octavo.—Uno. El proyecto se presentará por tripli­
cado ejemplar, deberá ser suscrito por facultativo competente y 
visado por el Colegio Oficial al que el mismo está adscrito, 
comprendiendo como mínimo los siguientes apartados:

a) Descripción del proyecto técnico de inversión o de inves­
tigación.

b) Previsiones de ahorro energético.
c) Inversiones a efectuar y programa de las mismas.
d) Determinación de los niveles de producción o actividad 

actuales y de las cantidades de energía empleadas por unidad 
de producto obtenido o de actividad alcanzada.

e) Presupuesto.

Dos. Asimismo se adjuntará extracto por triplicado, que 
deberá contener:

a) <Nombre o razón social y domicilio del peticionario.
b) Capital social.
c) Descripción de la inversión y su localización.
d) Detalle de las inversiones a efectuar, programa de las 

mismas, con concreción de los bienes de equipo y utillaje que 
hayan de ser importados directamente por el titular de la ope­
ración.

e) Descripción de la actividad que motiva la petición de los 
beneficios y lugar en que la misma se ha de llevar a cabo.

f) Presupuesto general.
g) Copia del balance y cuenta de resultados correspondiente 

al último ejercicio fiscal.

Artículo noveno.—Uno. La Dirección Provincial del Ministe­
rio de Industria y Energía examinará la solicitud y documentos 
anexos presentados, requiriendo, en su caso, al interesado para 
que presente en él plazo de diez días las aclaraciones que esti­
me oportunas.

Dos. Si se trata de actividades que, con arreglo al Decreto- 
ley de uno de mayo de mil novecientos setenta y dos, y Decreto 
de quince de marzo de mil novecientos setenta y tres, sean de 
competencia del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
se solicitará informe de la Dirección Provincial del citado Mi­
nisterio.

En caso de tratarse de actividades o servicios públicos de 
competencia de otro Departamento ministerial, se solicitará in­
forme de la Dirección Provincial del Ministerio respectivo.

Tres. Completado el expediente, la Dirección Provincial del 
Ministerio de Industria y Energía remitirá dos ejemplares del 
proyecto, así como de los tres ejemplares del extracto, acom­
pañados de su informe, a la Comisaría de la Energía y Recursos 
Minerales, a través de la Dirección- General de la Energía.

Artículo décimo.—Uno. Recibido el expediente en la Comi­
saría de la Energía y Recursos Minerales, ésta estudiará y 
aprobará, en su caso, los aspectos técnico-energéticos contenidos 
en el mencionado expediente, informándolo en cuanto a la soli­
citud de concesión de beneficios fiscales y financieros. Cuando 
no se soliciten estos beneficios, propondrá al Ministro de Indus­
tria y Energía la resolución que proceda.

Dos. Si se solicitan beneficios de carácter fiscal o financie­
ro, la Comisaría de la Energía y Recursos Minerales remitirá 
un ejemplar del extracto, junto con su informe y atendida la 
naturaleza de los beneficios, a los Ministerios de Hacienda y 
de Economía y Comercio, a fin de que resuelvan la concesión 
o denegación a la Empresa solicitante de los beneficios que 
procedan.

Tres. La efectividad de la concesión de los beneficios que­
dará condicionada a la formalización del convenio a que se 
refiere el artículo tercero. -

Artículo undécimo.—Uno. Los propietarios de instalaciones 
destinadas al aprovechamiento de la energía solar para la ob­
tención de agua caliénte y climatización, definidos en el ar­
tículo segundo de la Ley, apartados g), i), y que cumplan 
con las exigencias técnicas que señale el Ministerio de In­
dustria y Energía podrán solicitar la correspondiente sub­
vención mediante presentación en las Direcciones Provinciales 
del Ministerio de Industria y Energía de instancia por cua­
druplicado. a la que se acompañará la garantía de funciona­
miento de tres años como mínimo tanto de los colectores solares 
como de los trabajos de instalación del sistema completo.

Dos. Las Direcciones Provinciales del Ministerio de Indus­
tria y Energía dispondrán las inspecciones que estimen nece­
sarias para comprobar el cumplimiento de las mencionadas 
exigencias técnicas y expedirán, en su caso, la oportuna cer­
tificación acreditativa de la exactitud de los datos consignados 
en la instancia y del cumplimiento de las referidas exigencias, 
remitiendo la documentación por triplicado a la Dirección Ge­
neral de la Energía.

Artículo duodécimo.—El incumplimiento de las normas re­
ferentes al régimen de beneficios fiscales contenidos en la 
Ley ochenta y dos/mil novecientos ochenta, de treinta de di­
ciembre, se regirá por lo dispuesto en la Ley General Tribu­
taria y Ley cincuenta/mil novecientos setenta y siete, de uno 
de noviembre.

Artículo decimotercero —Las infracciones en materia de con­
servación do la energía se clasifican en leves, graves y muy 
graves.



Uno. Son infracciones de carácter leve:
a) El incumplimiento de las obligaciones asumidas en el 

convenio cuando sean de carácter estrictamente formal y no 
afecten a la realización de sus fines y objetivos.

b)  La no realización de las inversiones en los plazos es­
tablecidos, cuando el retraso no sea superior a la mitad del 
plazo inicialmente previsto, y se hayan cumplido las restantes 
obligaciones asumidas.

c) El incumplimiento de la obligación de proporcionar da­
tos e informes a la Administración.

Dos. Son infracciones de carácter grave:
a) Las previstas en el apartado a) anterior, cuando el in­

cumplimiento no sea de carácter exclusivamente formal y afecte 
a la realización de los fines y objetivos del Convenio, y no 
constituya el incumplimiento una infracción tipificada como 
grave.

b) Las infracciones previstas en el apartado b) del número 
anterior, cuando el retraso sea superior a la mitad del plazo 
o concurran con el incumplimiento de otras obligaciones asu­
midas.

c) Ser reincidente en el incumplimiento de la obligación 
de proporcionar datos e informes a la Administración.

d) Los descensos injustificados en la producción total con 
la finalidad exclusiva de cumplir el programa concertado de 
ahorro energético.

el La vulneración por la Compañía eléctrica suministradora 
de los derechos reconocidos en el artículo octavo de la Ley 
ochenta y dos/mil novecientos ochenta, de treinta de diciem­
bre, a los autogeneradores y, en su caso, a los titulares de 
concesiones hidroeléctricas no distribuidoras.

f) El incumplimiento por los autogeneradores y los titu­
lares de concesiones hidroeléctricas no distribuidores, de las 
obligaciones establecidas en el artículo noveno de la citada Ley.

Tres.. Son infracciones de carácter muy grave:
a) La utilización de las ayudas y créditos concedidos para 

otros fines distintos de los previstos.
b) La percepción de beneficios sin realizar las inversiones 

para las que aquellos fueron concedidos.
c) La falsificación o alteración de facturas, contratos y do­

cumentos, con el propósito de supervalorar las inversiones y 
la falsificación de resultados sobre rendimientos y consumos 
energéticos, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que por 
tales actos pudieran incurrir.

d) La negativa u obstrucción a la acción investigadora de 
la Administración.

Artículo decimocuarto.—Uno. Las infracciones a que se re­
fiere al artículo anterior serán sancionadas como sigue:

a) En el supuesto de infracciones leves, con multas de la 
vigésima a la décima parte de la cuantía de los beneficios con 
un mínimo de veinticinco mil pesetas.

b) Cuando se trate de infracciones de carácter grave, las 
multas serán de la décima parte a la mitad de la cuantía de 
los beneficios, con un mínimo de cien mil pesetas.

c) En el supuesto de infracciones de carácter muy grave se 
sancionarán con la multa de la mitad al tanto de los beneficios, 
con un mínimo de quinientas mil pesetas.

Dos. Los beneficios fiscales y subvenciones se estimarán por 
su importe líquido. Al indicado efecto, el Ministerio de Ha­
cienda, a requerimiento del de Industria y Energía, comunicará 
la cuantía de los beneficios fiscales que hayan de servir de 
base para la determinación de la sanción que haya de im­
ponerse.

Tres. A los efectos de determinar la cuantía de los bene­
ficios financieros que hayan de utilizarse como base para el 
cálculo de las sanciones a imponer, el Ministerio de Economía 
y Comercio, a requerimiento del de Industria y Energía, se­
ñalará dicha cuantía.

Cuatro. El límite máximo de la multa será de diez millones 
de pesetas.

Cinco. Los expedientes sancionadores se instruirán con arre­
glo al procedimiento previsto en el capítulo II del título VI de 
la Ley de Procedimiento Administrativo, y serán competentes 
para resolverlos:

a) El Director general de la Energía cuando la multa no 
exceda de un millón de pesetas.

b) El Comisario de la Energía y Recursos Minerales, cuan­
do la cuantía de la multa no exceda de cinco millones de 
pesetas.

c) El Ministro de Industria y Energía, por importe de hasta 
diez millones de pesetas.

Artículo decimoquinto.:—Uno. Las infracciones en materia 
de conservación energética podrán dar lugar a la obligación de 
devolver las subvenciones recibidas o el importe de las boni­
ficaciones y beneficios fiscales que se hubieran concedido, y 
pago del interés básico del Banco de España.

Dos. Asimismo podrán ser causa para revisar el tipo de 
interés y demás condiciones de las operaciones de crédito ofi­
cial, pudiendo aplicar las instituciones correspondientes los 
tipos de interés de mercado y demás operaciones propias de 
las operaciones convenidas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—Se faculta a los Ministerios de Economía y Co­
mercio, de Hacienda, de Industria y Energía y de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, para que dicten las disposiciones com­
plementarias que exija el desarrollo y ejecución del presente 
Real Decreto.

Segunda.—El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a cinco de marzo de mil novecientos ochen­
ta y dos.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

MATIAS RODRIGUEZ INCIARTE

10511 CORRECCION de errores del Real Decreto 3318/ 
1981, de 29 de diciembre, sobre adaptación de la 
estructura periférica del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación al Real Decreto 1801/1981, de 
24 de julio.

Advertido error en el texto remitido para la publicación del 
citado Real Decreto, inserto en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 17, de fecha 20 de enero de 1982, a continuación se 
transcribe la oportuna rectificación:

En la primera linea del artículo quinto, donde dice: «Las 
Comandancias Militares de Marina...», debe decir: «Los Coman­
dantes militares de Marina ...».

MINISTERIO DE HACIENDA

10512 CIRCULAR número 876, de 27 de abril de 1982, de 
la Dirección General de Aduanas e Impuestos Es­
peciales, sobre asignación de claves estadísticas.

El Real Decreto 725/1982, de 26 de febrero («Boletín Oficial 
del Estado» de 17 de abril), modifica determinadas, subpartidas 
del Arancel de Aduanas que obligan a la apertura de varias 
claves estadísticas con objeto de hacer posible la puntualiza- 
ción correcta de las mercancías, así como la consiguiente liqui­
dación mecanizada, por medio do ordenador, de los derechos.

Por otra parte, se ha detectado la incorrecta inclusión del 
dinoseb (ISO) como «otros derivados nitrados de los fenoles», 
cuando se trata de un «dinitrobutilfenol».

En su virtud, esta Dirección General, en uso de sus atribu­
ciones, ha tenido a bien acordar:

Primero.—Reestructurar la partida arancelaria 29.07.C III de 
la siguiente forma:

III. Los demás:

a) Dinitro-butilfenol y sus sales:

29.07.61 — Dinoseb (ISO).
29.07.69.1 — Los demás.

29.07.69.2 b) Otros derivados nitrados de los fenoles.
29.07.69.3 c) Derivados nitrosados de los fenoles.

Segundo.—Asignar las siguientes claves estadísticas:

1) Partida 29.19.C (Nueva estructura).

I. Acidos glicerofosfóricos y sus sales; fosfato de 
o-metoxifenilo (fosfato de guayacol):

20.19.91.1 a) Acidos glicerofosfóricos y sus sales.
29.19.91.2 b) Fosfato de guayacol.

II. Los demás:
29.19.99.2 a) Dimetil fosfato de dibromodicloro etileno (na-

led).
b) Los demás:

29.19.99.1 — Tetraclorvinfós (ISO); clorfenvinfos (ISO);
mevinfos (ISO); crotoxifos (ISO); brom- 
fenvinfos (ISO).

29.19.99.9 — Los demás.
(Se suprime la clave 29.19.91.)

2) Partida 29.21 B II (Nuevos textos).

29.21.90.2 b) Endosulfán (ISO).
29.21.90.3 c) 0,0-dialquilfosforotioatos y sus derivados; al-

quilfosfitos y sus sales.


